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	Acceso carnal violento Agravado

	Víctima:
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	Procedencia:
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	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de fecha julio 01 de 2014. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Los hechos fueron plasmados en el fallo objeto de revisión por el juzgado a quo de la siguiente manera:

“El día sábado primero de julio de 2006, la señora Flor Ángela López Valencia, quien cuida de la menor, cuyo nombre y apellidos corresponde con las iniciales ETO, de once años de edad, residente en la carrera 20 número 77-09 barrio Los Alpes de Dosquebradas, manifestó que el día viernes 30 de junio de 2006 la pequeña había sido accedida sexualmente por un vecino del lugar de nombre JESÚS LEONARDO MARÍN, quien la ingresó a su casa a la fuerza y la violó.

Remitida al médico legista y practicado el examen sexológico, se pudo establecer que la menor presenta himen desgarrado, con edema de los bordes libres y equimosis de orquilla vaginal posterior, lo cual indica desfloración reciente”.
1.2.- Adelantadas las labores investigativas pertinentes, se realizaron ante el Juzgado Segundo Penal Municipal con función de control de garantía de Dosquebradas (Rda.), las audiencias concentradas de declaratoria de persona ausente de JESÚS LEONARDO MARÍN GRISALES (diciembre 12 de 2012), de formulación de imputación en la que se le endilgaron cargos al antes mencionado por el delito de acceso carnal violento consagrado en el artículo 205 C.P., con la circunstancia de agravación prevista en el numeral 4º del artículo 211 C.P. e igualmente se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario, para lo cual se dispuso librar orden de captura en su contra. Posteriormente la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (marzo 6 de 2013) en el que ratificó los cargos como autor de la conducta referida, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), autoridad que llevó a cabo las audiencias de formulación de acusación (julio 19 de 2013), preparatoria (octubre 25 de 2013), y juicio oral (febrero 26 de 2014) en el que se anunció un sentido de fallo de carácter condenatorio, para proferir en julio 01 de 2014 sentencia en donde: (i) se declaró responsable al acusado JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES por el delito de acceso carnal violento agravado; (ii) se le impuso sanción privativa de la libertad equivalente a 170 meses de prisión e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término de la pena; y (iii) le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
1.3.- Los fundamentos que tuvo en consideración la funcionaria a quo para llegar a la conclusión de condena por acceso carnal violento agravado, se hicieron consistir en lo siguiente:

- Está demostrado que la adolescente fue ofendida en su integridad sexual por el señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES, quien fue plenamente identificado y en juicio se probó que la víctima era menor de 14 años para la época de los hechos, e igualmente la materialidad de la ilicitud se corroboró con las valoraciones que ingresaron como estipulación probatoria. 
- Desde la historia clínica y la anamnesis del examen sexológico la niña indicó que el causante fue un vecino quien la atendió para venderle un helado, y en juicio -ya siendo mayor de edad- reflejó el horror y dolor de su vivencia e hizo alusión a las circunstancias por las que padeció, entre ellas que LEONARDO la intimidó para que no contara lo sucedido, a quien procedió a describir como el causante de tales atropellos y lo reconoció por medio de la fotografía que ingresó como evidencia al juicio.
- El señalamiento efectuado por la menor no deja duda alguna que en efecto se trató de su vecino y quien está plenamente identificado como JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES, aunado a las manifestaciones vertidas por las testigos de los hechos, lo que conlleva a predicar que con la prueba arrimada a juicio se tiene conocimiento certero que fue éste quien tomó a la niña ETO a la fuerza y la accedió sexualmente, y que pese a haber vivido el aquí comprometido en el sector con su familia por varios años, a partir de ese momento desapareció sin saberse su paradero. 

1.4.- La defensa se mostró inconforme con la decisión adoptada, la apeló y expresó que la sustentación la haría en forma escrita. 
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente- 
- Avizora una nulidad de rango constitucional y legal por vulneración del derecho de defensa y debido proceso en detrimento de los derechos del señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES. Al efecto refiere que las audiencias preliminares de diciembre 12 de 2012 se realizaron frente al señor LEONARDO MARÍN GRISALES, que no corresponde a la identificación de su prohijado, y para iniciar un proceso penal se parte del presupuesto que se agotaron los mecanismos de búsqueda, citaciones suficientes y razonables para obtener la comparecencia de dicha persona, con lo cual es claro que quien se emplazó y declaró persona ausente es diferente al ciudadano que se juzgó y condenó, por lo que JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES no pudo enterarse que la persona citada, emplazada e imputada era él.

- La formulación de imputación se dirigió contra JESÚS LEONARDO MARÍN GRISALES a quien se le impuso medida de aseguramiento y se le libró orden de captura; el escrito de acusación y la formulación de acusación ante el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas se hizo contra el mismo, y en la audiencia preparatoria se hizo alusión a JESÚS LEONARDO MARÍN GRISALES como persona ausente, e incluso en juicio la Fiscalía en su teoría del caso prometió demostrar la responsabilidad y pedir la consecuente condena en contra de éste, lo cual fue consecuente con las alegaciones finales, pero ante el requerimiento de la señora juez del conocimiento corrigió el apellido por GRAJALES, con lo cual se  trasgredió el derecho de defensa, en tanto su prohijado no pudo acceder a la defensa material al haberse emplazado, imputado y acusado a una persona distinta y ello amerita la declaratoria de nulidad de lo actuado.

- Adicionalmente considera que la Fiscalía no logró desvirtuar la presunción de inocencia de su cliente JESÚS LEONARDO0 MARÍN GRAJALES, en tanto aparece en el juicio una fotografía y una fotocopia de una cédula presumiblemente del mismo, aportadas por el investigador quien manifiesta que fueron entregados por los familiares de la víctima -al parecer la tía de la ofendida-, pero con ello se vulneró el derecho a la intimidad de la persona, pues al ser escuchada en interrogatorio la tía de la menor expuso no haber visto antes dicha imagen y se pregunta entonces: ¿de dónde salieron dichos documentos?
- Las testigos FLOR ÁNGELA LÓPEZ MARÍN y ADRIANA MILENA VALENCIA AGUDELO expresaron las características de la persona de la fotografía y ésta última señala un rasgo especial que no lo indicó la primera -ojo dañado- y la víctima en su versión no manifestó coincidencia con lo aportado por las anteriores, ni condición especial que lo diferenciara de otros individuos. Por demás, no se cuenta en la investigación con imágenes del lugar de los hechos, y lo que precisó el investigador sobre ello lo fue por los comentarios de la menor a sus familiares donde se expresa que el sitio es cercano a donde reside la afectada, en contradicción con lo referido por ésta quien indicó que de su casa al lugar donde fue a comprar helados es “lejitos”.

- Aunque la víctima dijo que el agresor no la había golpeado, en la historia clínica del Hospital Santa Mónica se plasmó que  “le pegó varias veces en la cara”. Y no obstante que en juicio refirió que no había visto antes a LEONARDO, es decir, no lo conocía, resulta extraño que 8 años después de los hechos reconozca a una persona por medio de una fotografía, máxime que los familiares indicaron que el victimario huyó del sector desde esa época por lo que no lo volvió a ver, pero pasado ese tiempo viene a decir que la persona de la foto fue quien la agredió sexualmente, aunque la tutora de la niña y testigo declararon que era primera vez que observaban ese retrato, y si ellas no lo habían hecho mucho menos la afectada.

- Pese a que ETO dijo que le preguntó a su agresor el nombre y éste dijo llamarse LEONARDO JARAMILLO, ello se sale del sentido común y toda lógica, en tanto las reglas de la experiencia enseñan que quien se disponga a cometer una afrenta de tal naturaleza no le va a decir a otra persona su nombre y apellido, ni mucho menos la agredida le va a preguntar sus datos, aunque reitera la menor que quien la atendió fue LEONARDO JARAMILLO, nombres y apellidos diferentes a los de su cliente. Y si bien la víctima dice que luego de los hechos éste la sacó a la calle por el patio de la casa, la testigo ADRIANA MILENA VALENCIA afirma que vio cuando el vecino la sacaba de la mano y la niña llevaba un helado en la otra pues se encontraba en el segundo piso de su casa y se fue detrás de la niña, mientras que la menor dice que fue una vecina quien la cogió, escena esta que no es propia de una violación que acabara de presentarse.

-  Por la forma impactante en que la menor narra los hechos debería existir una perturbación psíquica, pero el perito en psiquiatría forense asevera que no la tiene y que había que esperar a futuro cuando inicie su vida sexual voluntaria; sin embargo, ya han transcurrido 8 años y no existe prueba que indique que padezca tal perturbación, lo que conduce a la duda acerca de la verdadera ocurrencia de ese acontecer delictivo.  
Con fundamento en todo ello pide se decrete la nulidad por violación al derecho de defensa y de no considerarse así, en su criterio existen suficientes argumentos para concluir que la Fiscalía no logró desvirtuar la presunción de inocencia del señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES, por lo cual debe revocarse la decisión de primera instancia y en su lugar proferirse un fallo de carácter absolutorio.
2.2.- Fiscalía -no recurrente- 
En contraposición a la defensa, solicita la confirmación del proveído impugnado, con fundamento en lo siguiente: 

- El edicto emplazatorio del Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas de mayo 28 de 2009 se hizo para el señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES, y fue debidamente publicado por otros medios radiales y escritos. Por demás, si bien al momento de solicitar la declaratoria de persona ausente por un yerro involuntario en el formato de audiencia, concretamente en la casilla de apellidos se indicó MARÍN GRISALES, la realidad indica que en el audio de la audiencia quedó tal como se describió en el edicto emplazatorio y en esas audiencias el defensor no elevó reparo alguno por estimarlo ajustado a derecho, es decir, que solo se trató de un error de transcripción.

- No obstante ello, defensa y fiscalía estipularon la tarjeta alfabética a nombre de JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES, es decir, se dio como un hecho cierto que la persona a ser juzgada era esa y no otra diferente; máxime que en todas las anotaciones el número de cédula siempre era 10.024.724 y no uno distinto, por lo que así fue condenado, en tanto fue plenamente individualizado e identificado de conformidad con el canon 128 C.P.P.
- El que se diga que la fotografía de JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES fue obtenida ilegalmente, ello no fue así, en tanto la Policía Judicial la recolectó con los parámetros legales, y en la audiencia preparatoria no hubo reparos por la defensa, ni cuando se introdujo en juicio existió oposición alguna, por lo que tal elemento de prueba está revestido de legalidad.

- Hace referencia a jurisprudencia de la H. Corte Suprema relacionada con la identificación e individualización de la persona sometida a la acción punitiva del Estado, y alude que en la actual legislación procesal existe libertad probatoria y para diferenciar a una persona de otra se debe recurrir a otros aspectos inherentes al ser humano, y no necesariamente debe ser por medio de prueba documental.  
- Los testigos fueron coherentes, claros y precisos, sin asomo de animadversión e incluso la menor tuvo la capacidad para recordar y señalar a su victimario mediante la fotografía, con lo cual es descabellada la postura del recurrente al indicar que la víctima no conocía a su agresor. Por si fuera poco, la testigo ADRIANA MILENA VALENCIA se percató cuando JESÚS LEONARDO la sacó por la parte de atrás de su residencia y le hizo señales intimidatorias, o sea, que también conocía al culpable como igualmente sabía de él la señora FLOR ÁNGELA LÓPEZ VALENCIA.
- El examen sexológico practicado a ETO al día siguiente señala que efectivamente fue abusada sexualmente, con lo que se comprobó científicamente que fue violada por JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES como ella lo reconoció.

- A la Fiscalía le es imperativo comprobar la comisión de una conducta punible y la responsabilidad el sujeto activo. Durante el juicio se incorporaron pruebas que demostraron no solo la material de la  conducta, sino que se quebrantó la presunción de inocencia del procesado, y aunque existen variaciones en los relatos de las testigos, la jurisprudencia ha reconocido que éstos pueden llegar a brindar versiones inexactas como consecuencia lógica del mero transcurso del tiempo, más aún cuando los hechos ocurrieron en el 2006 y en ocasiones se olvidan detalles o se recuerdan otros, pero las reglas de la  sana crítica y las máximas de la experiencia han enseñado cómo debe ser evaluada la prueba testimonial y la que contenga variaciones considerables se debe hacer con mayor rigurosidad, pero mientras no existan contradicciones sustanciales no hay por qué dudar de la credibilidad del testigo, con mayor razón cuando no se ha acreditado enemistad para favorecer o animadversión para perjudicar al procesado.

2.3.- Representante de víctimas -no recurrente- 
En igual sentido al delegado fiscal, expone:

- La juez valoró de manera objetiva e imparcial las pruebas practicadas e hizo un análisis minucioso de éstas, de ahí que dio absoluta credibilidad a lo expuesto por la víctima, que solo se vio opacado porque ésta no rememoró con exactitud la fecha en que sucedió el hecho, ni la distancia que separa su vivienda de la del agresor, pero sí es precisa al informar las circunstancias de tiempo, modo y lugar de ocurrencia de hecho, y la contundencia al afirmar que la responsabilidad es de LEONARDO MARÍN.

- La defensa olvidó decir que la víctima presenta dificultades para darse a entender y ello se debe a un retraso mental verificado por el psicólogo de medicina legal, aunque tal circunstancia no altera la percepción que tiene de la realidad. Testimonio que fue convalidado no solo por la valoración médica realizada a ETO donde se plasmó que las lesiones son compatibles con abuso sexual, sino también por el dictamen que concluye que sufrió desgarro en su himen, siendo indiscutible que fue accedida carnalmente.

- La testigo ADRIANA MILENA VALENCIA nos da una precisión exacta de la identidad del agresor, pues desde su vivienda observa cuando JESÚS LEONARDO sacó a la niña por el patio y le hizo señas para que guardara silencio, por lo cual acudió al lugar a indagar qué sucedía por los antecedentes lujuriosos del acusado, y al ver la pequeña en estado de angustia la acompañó a su casa y de allí salieron para el hospital.

- Aunque el señor LEONARDO MARÍN fue juzgado como persona ausente, no existe duda que fue la persona señalada por todos, la que se capturó y actualmente se encuentra detenida. A esa conclusión se llega cuando se sabe que con fundamento en la fotografía y la cédula aportadas por la familia de la menor y los vecinos del sector, se obtiene por parte de la víctima y de la señora ADRIANA MILENA VALENCIA una identificación positiva como correspondiente al sujeto que agredió a la niña. Y anota que no existen contradicciones en las particularidades físicas del agresor que expresaron las declarantes, ya que las palabras usadas tienen igual significado.

- La menor es quien puede realizar con absoluta claridad el señalamiento del autor de la conducta e indicarnos quién fue el causante del daño, pues ella vivió ese amargo momento y en su psiquis quedó grabada la imagen del autor. Fue así que al ponérsele de presente la fotografía y la fotocopia de la cédula la niña reaccionó con terror y manifestó “ese es, ese es”, y ratificó ante pregunta de la Fiscalía que la persona que allí aparece es su agresor y lo identificó como LEONARDO MARÍN. E igualmente ADRIANA VALENCIA brindó certeza acerca de ser éste quien agredió sexualmente a la niña al reconocerlo sin equívoco cuando se le exhibió la imagen, y añadió que fue esa la persona que sacaba a la menor por el patio de la casa.
- Respecto a las audiencias preliminares y de juzgamiento que se hicieron contra JESÚS LEONARDO MARÍN GRISALES, expresa que éstas se dirigieron contra JESÚS LEONARDO MARÍN con cédula 10.024.742, siendo este documento el único medio idóneo de identificación, y todas las diligencias se hicieron frente a la persona registrada con dicho número. Por demás, en desarrollo del juicio se confirmó su identidad por medio del testimonio de LUIS GONZALO HERRERA MONCADA, quien indicó con absoluta claridad que la comunidad y la familia le proporcionaron una foto y una fotocopia de la cédula del señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES, lo que significa que durante todas las instancias de investigación, imputación y juzgamiento se tenía un mismo implicado, nadie diferente al hoy condenado.
2.3.- Sustentado el recurso, la juez lo concedió y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por las partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Le corresponde resolver al Tribunal en forma previa si es procedente la nulidad solicitada por vulneración al derecho de defensa y debido proceso, por no haber sido debidamente vinculado a la actuación el señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES; de no prosperar esa sanción procesal, corresponde establecer si la decisión de condena se encuentra acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y en su reemplazo al proferimiento de una sentencia absolutoria, como lo solicita el recurrente.

3.3.- Solución a la controversia

3.3.1.- Análisis previo
Uno de los puntos objeto de disenso por parte del recurrente, requiere ser abordado por esta magistratura antes de proceder a realizar un análisis de fondo en lo que atañe a la ocurrencia de la conducta punible investigada y la responsabilidad del procesado, toda vez que está relacionado con la garantía fundamental del debido proceso, y de prosperar la censura en ese sentido daría lugar a una declaratoria de nulidad.

Es lo relativo a que según palabras del togado recurrente, durante las audiencias preliminares -declaratoria de persona ausente, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento-, así como en el escrito de acusación, formulación de acusación, e incluso en el juicio oral, la actuación se surtió contra el señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRISALES, cuando en realidad su nombre corresponde a JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES, a consecuencia de lo cual su prohijado no pudo acceder a la defensa material al haberse emplazado, imputado y acusado a una persona diferente a él, y por ende no conoció la investigación que se adelantó en su contra y no pudo defenderse.

Para la Sala no existe la menor duda acerca de la obligación que incumbe a la Fiscalía General de la Nación de verificar la correcta identificación o individualización de la persona objeto de juzgamiento, de conformidad con lo consagrado en el artículo 128 C.P.P. Deber que le fue impuesto por el legislador con el propósito de prevenir errores judiciales, y que constituye un presupuesto indispensable para proferir una sentencia de condena, tal cual lo dejó consignado el fallador de instancia.

Tampoco se presenta hesitación alguna en cuanto a que para determinar la identificación o individualización de una persona no existe en nuestro sistema acusatorio una tarifa legal, como quiera que lo que rige es el principio de libertad probatoria; es decir, que esos dos presupuestos pueden ser demostrados con cualquiera de los elementos de conocimiento incorporados al juicio, no exclusivamente con la tarjeta alfabética de la Registraduría o la reseña efectuada por el ente acusador.

Si bien para la Corporación no es factible determinar a ciencia cierta en qué forma se desarrollaron las audiencias preliminares ante el Juzgado Segundo Penal Municipal con función de control de garantías de Dosquebradas, en tanto los registros aportados solo conservan seis minutos de grabación y no existe forma de abordada ninguna de las audiencias allí surtidas –declaratoria de persona ausente, imputación o imposición de medida-, es lo cierto que la Fiscalía como no recurrente ha sido enfática al indicar que si bien en la solicitud para la realización de las referidas diligencias se presentó un yerro en cuanto al segundo apellido del procesado, las diligencias como tal se surtieron fue contra el señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES, identificado con cédula 10.024.742, y quien fue la persona debidamente emplazada con antelación a su declaratoria como persona ausente.
Con miras a corroborar tal aspecto, se allegó a esta Corporación copia de la carpeta de la Fiscalía donde se encontró el acta de mayo 27 de 2009 por medio de la cual el Juzgado Segundo Penal Municipal con función de control de garantías de Dosquebradas (Rda.) ordenó el emplazamiento del señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES. Así mismo se observa el edicto que se fijó para tal efecto en mayo 28 de 2015, y que se trasmitió por un medio radial y se difundió en un periódico de amplia circulación de esta capital, todo lo cual desvirtúa la afirmación del recurrente en el sentido que la persona emplazada fue una diferente a su cliente.

Es verdad y en ello le asiste razón al letrado que impugna, que en las audiencias de declaratoria de persona ausente, imputación y medida de aseguramiento, conforme se aprecia en el acta de diciembre 12 de 2012 del Juzgado Segundo Penal Municipal con función de control de garantías de Dosquebradas (Rda.), se hizo referencia a JESÚS LEONARDO MARÍN GRISALES, pero ello obedeció a un error en la solicitud de las audiencias preliminares que conllevó a que al parecer en el curso de las mismas ese fuera el nombre al que se hiciera alusión y frente al que se dispuso la inicial orden de captura, sin que por parte de quien allí representó al procesado se dejara constancia alguna.

Tal equívoco igualmente se mantuvo en el escrito de acusación y en la formulación de acusación, pero como allí mismo se aprecia, durante el descubrimiento probatorio se expresó que la Fiscalía presentaría en juicio la declaración de la madre de JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES -a la que finalmente renunció-, así como la copia de la cédula de ciudadanía y fotografía que del señor MARÍN GRAJALES recolectó uno de los investigadores del ente acusador, situaciones ésta que refuerzan la tesis del error involuntario en que se incurrió al indicarse como el segundo apellido el de GRISALES, pero que en sentir de la Corporación no posee la trascendencia que le pretende dar el recurrente.

Lo anterior, por cuanto a juicio de la Corporación los medios de conocimiento aportados por la Fiscalía permiten establecer la identificación de JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES, ya que se obtuvo copia de la cédula de ciudadanía de éste y su foto, que como se dijo le fueron entregados a uno de los investigadores en desarrollo de las labores investigativas e ingresó a juicio en debida forma. Y decimos que en debida forma, porque recuérdese que si bien el apoderado del acusado para ese entonces, presentó objeción a la introducción de esas evidencias, tal oposición fue despachada en forma desfavorable por la juez de instancia y contra esa determinación no se interpuso recurso alguno, con lo cual adquirió firmeza. Además, se corroboró que los datos allí contenidos eran indudablemente los que correspondían al señor MARÍN GRAJALES, como se desprende del contenido de la tarjeta de preparación de la cédula que igualmente fue arrimada válidamente al juicio. 
No le queda por tanto a la Sala duda alguna en cuanto a que la persona que se condenó fue al señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES, previa identificación y reconocimiento por medio de una fotografía que se allegó válidamente a la actuación.
Téngase presente además, que con relación a la forma de probar lo atinente a la identidad e individualización de un justiciable, la H. Corte Suprema de Justicia ha referido
:

“[…] Retomando, el criterio que de vieja data viene sosteniendo la Corte sobre la suficiencia de la plena individualización como presupuesto para emitir sentencia y que para demostrar este aspecto, aplica el principio de libertad probatoria, se extiende al sistema reglado por la Ley 906, sólo que en este último, cambió sustancialmente la forma de acreditar cualquier hecho o circunstancia, incluida la identificación e individualización del procesado, por razón de haber desaparecido de este modelo, el principio de permanencia de la prueba y considerarse como tal, únicamente la practicada en el juicio, previo el cumplimiento de los deberes de aseguramiento y descubrimiento de cualquier elemento material probatorio o evidencia física, a cargo de la Fiscalía General de la Nación (numerales 3º y 9º inciso segundo del artículo 250 de la Constitución Política)
En tal medida, sólo los medios de convicción que cumplan con las exigencias antes señaladas, podrán soportar el conocimiento necesario de la identidad y/o individualización del sindicado, condición que al igual que la acreditación de la materialidad de la conducta y la responsabilidad del acusado, debe someterse a estas reglas, pues no se torna en una circunstancia insular o menos importante que las dos primeras, ni está regida por la informalidad, ni tampoco se han fijado reglas especiales para la demostración de esta particularidad.
En síntesis, en el sistema acusatorio, se demostrará la identificación y/o la individualización del procesado, a partir de cualquier elemento material probatorio y evidencia física que haya sido asegurado, descubierto, solicitado, decretado y practicado en el juicio […]”
De ese modo, puede concluirse que el ente fiscal dio cumplimiento al deber legal de verificar la correcta identificación o individualización del implicado en el hecho, puesto que los elementos de persuasión que fueron debidamente allegados al juicio oral conllevan a determinar con certeza que la persona a quien pertenecen esos datos es efectivamente el señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES.
Aclarado lo anterior y al no observar la Colegiatura la imperiosa necesidad de retrotraer lo actuado, se pasará a examinar el fondo del asunto.
3.3.2.- El acceso carnal violento y la responsabilidad del procesado
Como se indicó al comienzo de esta providencia, los hechos que dieron origen a la presente investigación sucedieron en junio 30 de 2006 cuando según se afirma la adolescente ETO –menor de once años para la época de los hechos- fue accedida carnalmente en forma violenta por un vecino del lugar que responde al nombre de JESÚS LEONARDO MARÍN, circunstancia ésta que en sentir del togado recurrente no se demostró, por cuanto: (i) existen contradicciones frente a las características que del presunto agresor entregaron en juicio las testigos y la menor víctima; (ii) la afectada no señaló con claridad la distancia de su casa al sitio donde se presentó el acontecimiento -del cual no quedó registro fotográfico alguno-; (iii) la menor reconoció al agresor por medio de una fotografía pese a que los hechos acaecieron 8 años atrás y que en esa oportunidad al parecer éste se le identificó como LEONARDO JARAMILLO, lo que en su sentir se sale de toda lógica; y (iv) la niña no presenta perturbación psíquica alguna. 
En criterio de la Corporación, las situaciones esgrimidas por el representante de la defensa no tienen la capacidad suficiente para derruir la sentencia condenatoria que fue proferida en contra del señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRISALES, por las razones que a continuación se exponen:
Como se indicó con antelación, desde el primer momento en que se tuvo conocimiento de los acontecimientos, la menor fue enfática en señalar al señor LEONARDO como el responsable de los hechos en los que fue víctima. Así se lo expresó a la hija de la señora FLOR ÁNGELA LÓPEZ VALENCIA -quien tenía bajo su cuidado a la niña-, y de lo acaecido también fueron enterados los médicos que la atendieron en el hospital Santa Mónica de Dosquebradas, al igual que el perito que realizó el examen psiquiátrico –cuyos informes ingresaron al juicio como estipulación probatoria-. Del mismo modo, la situación fue conocida por la información vertida por la testigo ADRIANA MILENA VALENCIA AGUDELO quien el día de los hechos vio salir a la adolescente de la residencia del señor LEONARDO MARÍN, al que conoce como su vecino de tiempo atrás, como situación que conlleva a predicar que no existía duda alguna respecto a la identidad del agresor.

Precisamente, ese conocimiento previo que tanto las señoras ADRIANA MILENA y FLOR ÁNGELA tenían del señor LEONARDO MARÍN obedecía al hecho de que éste había vivido en dicho sector por muchos años, lo que no representaba para ellas dificultad alguna en el reconocimiento, máxime que según se expresó en juicio derivado del contrainterrogatorio de la defensa, ninguna otra persona por ese sector respondía al nombre de LEONARDO.

La identificación quedó debidamente corroborada tanto por esas testigos como por la misma víctima ETO, luego de que por parte del órgano encargado de la persecución penal se les exhibiera la copia de la cédula y una fotografía que ingresó al juicio como prueba, donde todas sin hesitación alguna fueron enfáticas en identificar al señor JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES como la persona que agredió a la menor, y aunque ahora el recurrente predica que con la exhibición de esos documentos se vulneró la intimidad de su prohijado, para la Sala tal situación no ha acaecido, en tanto los mismos fueron recolectados por un investigador en desarrollo de un programa metodológico de investigación -independientemente de quién se los hubiera aportado-, donde se ratificó que ciertamente la copia de la cédula como la imagen sí correspondían al procesado y sirvieron como base para identificarlo. En ese sentido se aprecia que en momento alguno se vulneró el derecho a la intimidad que aduce el recurrente.

Si bien la víctima reconoció a su agresor por medio de esa fotografía, no obstante el tiempo transcurrido entre los hechos y el juicio -8 años aproximadamente-, ello en modo alguno puede significar cosa distinta que en la mente de la pequeña permaneció el recuerdo de la persona que le causó la ofensa y que incluso aún le genera angustia y dolor, como se pudo apreciar de la reacción que tuvo en el curso del juicio, donde mostró episodios de llanto por el hecho de revivir aquel infame escenario.
La afectada no dudó en momento alguno en señalar que la persona que aparecía en dicha fotografía fue quien la agredió sexualmente, y para la Sala tal manifestación ofrece seria credibilidad, en tanto la misma, pese a la limitación psíquica que padece, no varió en momento alguno las circunstancias que tuvo que afrontar y siempre fue clara en indicar que fue el señor LEONARDO el responsable de la ilicitud.

Aunque el recurrente expresa que las características que acerca del implicado ofrecieron las testigos y la víctima son diferentes, y solo una de ellas -La señora ADRIANA MILENA- refirió  que el agresor presentaba un “ojo dañado”, el hecho de que la menor ni su tutora FLOR ÁNGELA hubieran hecho mención a ese respecto, no desdice en momento alguno de lo referido en torno a su individualización, por cuanto si bien las facciones que de éste esgrimieron las testigos en juicio no fueron exactas, si daban a entrever algunos aspectos del mismo, como el hecho de ser “mono”, de “piel clarita” o  “paliducho”, un “poco alto” o “altico”, “sin bigote”, “flaco o delgado”, siendo enfáticas, se itera, en la identificación de éste por medio de la fotografía que allí se les exhibió y de la cual no puede establecerse a priori que éste tenga o no un defecto o daño en uno de sus ojos, como rasgo significativo para individualizar de manera contundente al agresor.
Ahora bien, pese a que ETO hizo alusión al nombre del agresor como LEONARDO JARAMILLO, en tanto fue la identificación que él mismo le entregó, tal situación no tiene tampoco la trascendencia que pretende darle el togado para considerar que fue otra persona diferente a su cliente el responsable del hecho, pues como se ha indicado, en el sector no había ninguna otra persona que respondiera a igual nombre, como así lo refirió la señora FLOR ÁNGELA, e igualmente nadie distinto a LEONARDO MARÍN fue el que vio la señora ANGELA MARÍA cuando sacaba a la niña por el patio trasero de la residencia y le hizo señas para que guardara silencio. De allí que esa información no le quita credibilidad al relato de la víctima, ni mucho menos se sale de toda lógica -como lo predica el togado-, como quiera que sí es factible que éste así se le haya presentado a ella, sin pensar que la menor ETO pudiera en momento alguno contar lo sucedido, no solo por la discapacidad que padece sino por el hecho de que éste la intimidó para que no fuera a decir lo que había pasado, so pena de hacerle “más cosas”. Antes por el contrario, tal aseveración lo que hace es reafirmar que efectivamente fue LEONARDO el que vulneró su integridad y formación sexuales, sin importarle no solo su minoría de edad, sino la leve discapacidad mental que presenta.
Precisamente por esa especial condición de la afectada, no puede ser de recibo la duda a la que alude la defensa relativa a que ésta no fue clara al expresar la distancia entre su residencia y la del señor LEONARDO, o la ausencia de registro fotográfico del lugar de los hechos como falencias para demeritar la prueba vertida en juicio. Ello en cuanto la menor enunció que la casa donde fue a comprar helados y donde vivía LEONARDO era más abajito de la suya, no obstante que ante pregunta complementaria de la juez dijo que era “lejitos”, pero tal contradicción fue debidamente saldada por la señora FLOR ÁNGELA quien indicó que la misma no quedada a más de una cuadra de distancia -70 ms. aproximadamente-, de todo lo cual puede inferirse que el lugar donde tuvo ocurrencia la ilicitud es relativamente cerca de la vivienda de la agredida. 

Muy a pesar de no haberse tomado imágenes del sitio donde tuvieron ocurrencia los hechos, de todas formas se estableció por medio de los testimonios que evidentemente dicha vivienda tenía una salida por un patio trasero, por donde la señora ANGELA MARÍA observó cuando el señor LEONARDO sacó a la niña quien llevaba consigo un helado, y él le hizo señas a la niña para que guardara silencio, situación ésta última que la motivó a intervenir -por el conocimiento previo que tenía de algunas situaciones libidinosas del antes mencionado frente a otros niños- a consecuencia de lo cual el agresor ingresó de manera inmediata a la residencia, y ella subió con la menor a su vivienda e informó a los familiares lo sucedido. Nótese que esta versión de la testigo coincide con lo narrado por la víctima cuando aseguró que una vecina la acompañó a su casa luego de los hechos.
Finalmente, mucho menos desdice el testimonio de la afectada el hecho de que no hubiera manifestado en juicio que el sujeto la agredió físicamente en su rostro como quedó plasmado en la historia clínica del Hospital Santa Mónica, ya que ella de todas formas fue clara en narrar el episodio de violencia del cual fue objeto; ni tampoco el que no se le haya determinado una perturbación psíquica, pues mírese que en la valoración realizada en julio de 2006 se indicó que se debería esperar a futuro cuando la afectada iniciara su vida sexual voluntaria para esclarecer tal aspecto, sin que con posterioridad a ello se le hubiere efectuado otro examen con miras a verificar si efectivamente tal afectación existía o no, por lo que esas situaciones no tienen el alcance suficiente para generar duda en torno a la comisión de la ilicitud, en tanto científicamente se corroboró que indudablemente la niña fue objeto de un acceso carnal violento, ya que con el dictamen sexológico que le fuera practicado se estableció que presentaba desfloración reciente, con lo cual se ratificó la materialidad de la infracción. 
En conclusión, acorde con un análisis conjunto de la prueba se debe sostener que la declaración de la afectada encuentra respaldo en los demás medios de conocimiento que reposan en la actuación, y ello permite establecer que se encuentra demostrada tanto la ocurrencia de la conducta punible por la que se procede, como la responsabilidad del procesado JESÚS LEONARDO MARÍN GRAJALES,  a consecuencia de lo cual se confirmará el fallo confutado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse habrá de hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� CSJ SP, 27 jul. 2011. Rad. 34779.
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